Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 22 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir al señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto Mariano Arana, al señor Subsecretario 
de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, al Vicepresidente del Banco Hipotecario del 
Uruguay, contador Elbio Scarone, y al segundo Vicepresidente de dicho Ente, escribano Walter 
Morodo, quienes se encuentran acompañados por sus asesores. A través de los representantes del 
Banco Hipotecario, su Presidente envía sus disculpas ya que, según nos han trasmitido, se encuentra 
con un problema de salud que le ha impedido comparecer en esta sesión. 


El propósito del día de hoy es considerar el proyecto de ley que se encuentra a estudio de 
esta Comisión, que ha sido remitido por el Poder Ejecutivo, y que refiere a modificaciones de la Carta 
Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay y a la creación de la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Muchas 
gracias, señor Presidente, y buenas tardes a todos los señores Legisladores aquí presentes. 


Antes de compartir nuestras impresiones con los compañeros de tarea del Poder Ejecutivo 
que nos están acompañando, creo que vale la pena destacar que desde hace décadas la inversión 
pública en vivienda no puede atender a cabalidad las necesidades habitacionales de nuestros 
compatriotas. Más allá de las cifras del déficit habitacional, que pueden ser -y que, en los hechos, lo 
son- siempre discutibles, es una realidad que la vivienda adecuada no es un bien del que todos los 
uruguayos puedan disfrutar en este momento. Desde su creación en 1968, y su recreación en 1992, el 
Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización fue recaudando cada vez menos. El Presupuesto del 
Estado se dirigió a otras prioridades, mientras que la informalidad y el desempleo estructural se fueron 
incrementando. 


Por otra parte, el Banco Hipotecario fue objeto de varias leyes y acciones del Estado, y en las 
últimas décadas fue acumulando debilidades y pérdidas hasta llegar al extremo de tener que 
suspender la concesión de créditos. Asimismo, la crisis del año 2002 afectó duramente al sistema 
financiero en su conjunto y dejó en evidencia, en particular, las debilidades del sistema público de 
vivienda. Queremos recordar a los señores Senadores que desde el año 2002 el Banco recibió 
capitalizaciones por U$S 933:000.000; vendió un fideicomiso del Ministerio de Economía y Finanzas de 
U$S 140:000.000; recibió depósitos de esa Cartera por más de U$S 300:000.000, y adquirió deudas 
con el Banco República del Uruguay por más de U$S 660:000.000. A pesar de estos cuantiosos 
recursos que volcó la sociedad toda en el Banco Hipotecario, es notorio que actualmente la institución 
no está en condiciones de brindar créditos a la población. 


Frente a esta situación, el Gobierno nacional tiene dos alternativas: distribuir los escasos 
recursos que posee cada vez entre más gente necesitada de una solución de vivienda, o asumir -creo 
yo en forma más responsable- el problema, instrumentando los cambios imprescindibles que el sistema 
de crédito público y la realidad de la vivienda están reclamando. 


Es por esa razón que este proyecto de ley está impulsado por los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas. 


La iniciativa -cuyo peculiar título quizás los señores Senadores, con mayor ingenio, puedan 
reformular- se propone tres metas concretas. Por un lado, lograr que el Banco Hipotecario comience a 
brindar préstamos y que, de ahora en más, los uruguayos no debamos concurrir a su salvataje 
periódico. Por otro, crear una nueva institución que se encargue de resolver los problemas de las 
carteras que no van a permanecer en el Banco Hipotecario -condición necesaria para un banco sano- 
que fundamentalmente fortalezca el papel del sistema público de vivienda y colabore con las acciones 
de ordenamiento territorial beneficiando, en particular, a todos los Gobiernos Departamentales. El 
tercer punto es establecer una forma que, con las garantías del debido proceso, asegure la diligencia 
de las gestiones para la ejecución de los morosos, abaratando y fomentando el crédito hipotecario para 
la vivienda. 


En base a estas tres metas el proyecto de ley se organiza en distintos capítulos. El primero 
está referido a la reforma de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario y a otras disposiciones relativas 
al proceso de capitalización. 


El segundo capítulo crea la Agencia Nacional de Vivienda, establece sus competencias y sus 
cometidos y agrega un conjunto de normas referidas a los funcionarios. 


Por su parte, el tercer Capítulo contiene normas relativas a la simplificación de la ejecución 
judicial del crédito hipotecario para la vivienda. 


Antes de ceder la palabra al señor Subsecretario de Economía y Finanzas, quisiera señalar 
ocho aspectos fundamentales de este proyecto de ley. 


En primer lugar, se establece en forma clara cuál es la función del Banco Hipotecario del 
Uruguay, especificando que actuará como institución financiera especializada en el crédito hipotecario 
y se regirá en su actividad bancaria de acuerdo con las normas que fije el Banco Central. Asimismo, 
captará depósitos del público mediante el sistema de ahorro previo en moneda nacional, en Ul o en 
UR. 


En segundo término, se modifica la base sobre la cual se puede llamar a remate en el actual 
régimen de ejecución extrajudicial con que cuenta el Banco Hipotecario del Uruguay, facilitando el 
proceso de reingreso de las viviendas al stock factible de ser utilizado por los uruguayos. 


En tercer lugar, se disminuye la cantidad de miembros del Directorio del Banco Hipotecario, 
pasando de cinco a tres integrantes, en forma acorde con la nueva dirección y los nuevos objetivos. 


En cuarto término, se derogan disposiciones relativas al volumen de la cartera que puede 
tener el Banco. Se le permite tener pasivos más allá del año 2017 -obviamente, modificando la ley 
vigente- de forma tal que pueda acceder a nuevas fuentes de financiamiento. 


En quinto lugar, se crea la Agencia Nacional de Vivienda como servicio descentralizado que 
tiene por finalidad promover y facilitar el acceso a la vivienda de conformidad con el artículo 45 de la 
Constitución, así como contribuir a la elaboración e implementación de las políticas públicas en materia 
de hábitat urbano, actuando en la ejecución de las directrices emanadas del plan quinquenal y de los 
planes de ordenamiento territorial. Además, se administran activos provenientes de créditos para la 
vivienda, en particular, la cartera problemática que hoy entorpece el funcionamiento del Banco 
Hipotecario y que afecta alrededor de unas 60.000 familias que se encuentran en distintas situaciones. 
Por otra parte, la Agencia tendrá el cometido de crear instrumentos financieros imprescindibles para el 
adecuado funcionamiento del mercado hipotecario, tales como constituir fondos de inversión y 
fideicomisos, crear y gestionar sistemas de seguro de crédito hipotecario, fondos de garantía, etcétera. 


En sexto término, existe la intención de que la Agencia absorba los funcionarios y los costos 
que el Banco no requiere para su adecuado funcionamiento, estableciendo que los funcionarios 
provenientes de la reestructura del Banco Hipotecario mantengan su calidad de bancarios oficiales y se 
rijan por los convenios que regulan las relaciones laborales en la banca oficial. Estos funcionarios, 
señor Presidente, gozarán de los derechos, beneficios, garantías y obligaciones que establezca el 
estatuto del funcionario del Banco Hipotecario del Uruguay, hasta tanto se apruebe el estatuto del 
funcionario de la Agencia. 


En séptimo lugar, se establece que el Directorio de la Agencia estará integrado por tres 
miembros, dándole potestades para designar al Gerente General de la Institución. 


En octavo término, se establece un régimen general que simplifica la ejecución judicial de los 
créditos hipotecarios. 


Finalmente, quisiera indicar que este proyecto es producto de muchos meses de estudio y 
de trabajo en los que se ha contado con la participación de un número importante de técnicos y 
especialistas en la materia. También, y más allá de algunas discrepancias con ciertos sectores del 
funcionariado, se ha contado con la aprobación de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. 


Si me permiten, a continuación cederé el uso de la palabra al Subsecretario de Economía y 
Finanzas para que, juntamente con los asesores que entienda conveniente, pueda complementar esta 
información. También sería interesante contar con algunas consideraciones específicas que pueda 
ofrecer nuestro asesor Carlos Mendive. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Ante todo, agradecemos la oportunidad de 
cambiar ideas y de presentar y discutir este proyecto en la Comisión. 


Brevemente, queremos enfatizar en el aspecto que el señor Ministro Arana refería en último 
lugar, en el sentido de que este ha sido el fruto de un trabajo minucioso, profesional y serio que se 
desarrolló durante muchos meses. Fue realizado en forma conjunta por los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas, que aportaron la labor de gente 
especializada que trabajó en un diálogo e intercambio permanente con el Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay y, además -tal como también lo expresó el señor Ministro Arana- con la 
Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. 


Esto hace que apoyemos el proyecto en forma decidida, en el entendido de que genera una 
institucionalidad más adecuada para las políticas de vivienda del país, en las que se inserta, 
obviamente, el rol del Banco Hipotecario del Uruguay, que debe orientarse para cumplir efectivamente 
su fin, que es la financiación de viviendas por medio de créditos hipotecarios, captando los ahorros 
adecuados para ello. A su vez, habrá que asignar claramente aspectos que, quizás, por razones 
históricas, de uso y de diversa índole, han estado confusos en las políticas de vivienda del país con 
respecto a los roles de financiación y construcción a la hora de analizar la vivienda desde una 
perspectiva social. En ese sentido, creemos que la reinstitucionalización que se plantea en este 
proyecto es parte de una visión de reorganización del Estado y, de alguna manera, puede considerarse 
como parte integrante de su proceso de transformación, en el que se asignan de forma explícita, 
definida y adecuada, las funciones a cada uno de los organismos involucrados. Estamos haciendo 
referencia, en particular y por las responsabilidades que le competen claramente, al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. También, ante la eventualidad de que fuera 
aprobado el proyecto, hay que tener en cuenta las responsabilidades que recaen en la Agencia 
Nacional de Vivienda y las potestades que tendría el Banco Hipotecario del Uruguay. En ese sentido, 
creemos que aquí hay una racionalización de funciones del Estado que históricamente han estado 
confusas y mezcladas y que ha llevado a los resultados por todos conocidos, puesto que cuando a 
alguien se le pide que dirija una institución que tiene objetivos confusos, difícilmente se pueda llegar a 
un buen fin. Por lo tanto, una correcta asignación de funciones y separación de responsabilidades 
permite, tanto a quien tiene que ejercer esas tareas como a la sociedad que debe pedirle cuentas, 
tener bien delineadas cuáles son esas responsabilidades, así como también dónde empiezan y dónde 
terminan. En ese sentido, entendemos que el proyecto ayuda a delimitar responsabilidades y funciones 
y, en consecuencia, será algo bueno tanto para la operación, la ejecución y la administración, como 
para la sociedad a la hora de evaluar la evolución de las políticas de vivienda en el país. 


Por ello, reitero, apoyamos decididamente este reordenamiento institucional que confirma las 
funciones que -claramente- debe tener el Ministerio, porque crea una institucionalidad adecuada con la 
Agencia Nacional de Vivienda, y también porque, con las modificaciones a la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario, ciñe los roles de esta institución a la función bancaria respecto a este tema. En ese 
sentido, entonces, queremos enfatizar que estamos satisfechos de este proyecto de ley y que, dado el 
trabajo profesional que se ha dado a lo largo de estos meses, lo apoyamos totalmente. 


Si los señores Senadores lo entienden conveniente, pasaríamos a una presentación más 
fina, tanto del proyecto de ley como del articulado en particular a cargo del asesor del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, economista Mendive. 


SEÑOR MENDIVE.- Vamos a realizar la presentación del proyecto de ley en base a la idea de política 
que está detrás de él. 


En primer lugar, describiremos cuál será el sistema público de vivienda que estamos 
planteando a través de esta iniciativa; en segundo término, nos enfocaremos en la reestructura del 
Banco Hipotecario del Uruguay; en tercer lugar, nos referiremos a la creación de la Agencia Nacional 
de Vivienda; finalmente, en cuarto término, vamos a describir los grandes lineamientos de la propuesta 
de ejecución simplificada del crédito hipotecario para vivienda. 


¿Cuál es la esta nueva institucionalidad sobre la que ya habló el señor Ministro Arana y el 
Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Bergara? Vamos a tener un Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que va a ser la entidad política encargada del diseño de las 
políticas y el organismo central del sistema público. 


Además, en el proyecto de ley se plantea la creación de una Agencia Nacional de Vivienda, 
que será un servicio descentralizado que tendrá las capacidades necesarias como para poder 
implementar las políticas que defina el Ministerio. Por otro lado, tenemos a MEVIR que es una entidad 
pública no estatal especializada en políticas de hábitat en el ámbito rural; y, por último tenemos al 
Banco Hipotecario que será una entidad bancaria que va a funcionar dentro del mercado de 
financiamiento de la vivienda, pero con un claro rol de banco. 


¿En qué se enmarca la reestructura del Banco Hipotecario? El objetivo principal es recrear el 
mercado de crédito hipotecario en el Uruguay que hoy es prácticamente inexistente, a pesar de que 
hay algunas señales que anuncian que puede haber algún tipo de oferta, pero muy restringidas y que 
están dirigidas sólo a algún sector de la población. En este sentido, el objetivo es, justamente, 
reconstruir y crear un nuevo mercado hipotecario que pueda llegar a amplios sectores de la población. 
¿Cuáles son los instrumentos que identificamos? Por un lado, podemos mencionar a la propia 
reestructura del Banco Hipotecario. Avizoramos que es necesario el rol del Banco Hipotecario, en tanto 
puede liderar la reconstrucción de este mercado, en particular, en aquellos sectores en los que, en 
general, la banca privada no está llegando en este momento. Estamos hablando de un Banco 
Hipotecario que pueda liderar, marcar las pautas y permita aprender y comprender un mercado que 
hoy no existe y que en el pasado se desarrolló, pero según otros criterios. 


Además de la reestructura del Banco Hipotecario, identificamos una serie de políticas de 
apoyo al desarrollo del mercado hipotecario. En primer lugar, dentro de ellas, tenemos a los fondos de 
garantía y seguros hipotecarios que permiten atacar algunas imperfecciones propias de los mercados 
de créditos hipotecarios por ser a largo plazo. En segundo término, el desarrollo de un mercado 
secundario que permita fondear en forma adecuada la actividad hipotecaria. En tercer lugar, el 
mejoramiento de los procedimientos legales. 


En ese sentido, estamos planteando la simplificación de la ejecución de garantías de créditos 
hipotecarios para vivienda. En cuarto término, hay un punto que tiene que ver con la educación y 
protección al consumidor. 


SEÑOR ABDALA.- Se ha dicho que van a trabajar sobre determinado segmento poblacional y deduzco 
que ese segmento tiene dificultades para el otorgamiento de un crédito hipotecario e imagino también 
que, por la propia situación económica, no tiene acceso a ese tipo de instrumentos. Entonces, no 
comprendo cómo se implementarán estos seguros hipotecarios y el desarrollo del mercado secundario 
con ese sector. 


SEÑOR MENDIVE.- El tema es que hoy los mercados de créditos hipotecarios, por ser de largo plazo, 
padecen una serie de imperfecciones que son propias de los mercados de crédito -esto tiene que ver 
con temas de información- y de algunos sectores de la población a la que estamos apuntalando, que 
puede tener algún tipo de variabilidad en sus ingresos, debido a que el empleo también puede variar. 


En base a eso, reconociendo este tipo de imperfecciones y la información dada por quien 
otorga el crédito, estamos identificando una serie de instrumentos. El más claro es el del seguro del 
crédito hipotecario, que es una especie de seguro de remate por el cual se cubre la pérdida entre la 
deuda y lo que se recupera del remate. Habrá que ver exactamente el diseño del instrumento, pero esa 
diferencia puede ser una recuperación del 100% o del 50%, dependiendo de las condiciones. 


Este tipo de seguros permite reducir el riesgo para la institución financiera que otorga el 
crédito, porque imponer el seguro permite que en la pérdida esperada del crédito, que se compone por 
la probabilidad de default de quien toma el crédito y la pérdida dado el default, disminuya este segundo 
componente. Si el Banco concede un préstamo que constituye un alto porcentaje del valor de la 
vivienda, corre más riesgos porque aumenta la probabilidad de default de la persona y también la 
pérdida dado el default. Con este tipo de instrumentos, entonces, minimizamos el riesgo y permitimos 
que, en una economía como la uruguaya -aunque también es tradicional en otros países, con este tipo 
de préstamos se pueda acceder a créditos de porcentajes mayores sobre el valor de la vivienda. 


En países donde se han desarrollado este tipo de instrumentos -tal es el caso de Chile y de 
México- la idea es alcanzar préstamos altos con respecto al valor de la vivienda; nos referimos a un 
80% o un 90%. Concretamente, en Chile se han otorgado préstamos del 100% de ese valor. 
Obviamente, en esto hay que tener mucho cuidado y es necesario que el Banco evalúe bien la 
asignación del crédito, pero este tipo de instrumentos es bastante potente y permite cubrir eso. 


En el Uruguay hay grandes restricciones, más que de ingresos, de acceso porque no hay un 
ahorro previo acumulado y este tipo de instrumentos permite atacar estos aspectos. 


En cuanto a la recreación del Banco Hipotecario del Uruguay, en la transparencia se pueden 
leer algunas frases que dan una idea de cuáles son los principios rectores y el bosquejo de la nueva 
institución. 


La reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay busca capitalizar y recrear una institución 
solvente y líquida que desarrolle su actividad crediticia hipotecaria en amplios sectores de la población, 
de forma eficiente. 


La actividad principal del Banco Hipotecario del Uruguay será la concesión de créditos 
hipotecarios a personas físicas con destino a adquisición, refacción y construcción de viviendas. 


El diseño de créditos hipotecarios debe buscar la mayor accesibilidad a sectores de la 
población que hoy no están atendidos por la banca privada, a la vez que asegure un retorno financiero 
que permita continuar y acrecentar la actividad crediticia. 


La asignación y gestión de créditos, así como el manejo de los créditos financieros propios 
de la actividad bancaria hipotecaria, se realizará sobre la base de garantizar la sustentabilidad 
financiera de la institución. 


El fondeo del Banco Hipotecario del Uruguay se realizará, principalmente, sobre la base del 
financiamiento del mercado de capitales, de depósitos en cuentas de ahorro previo, y de la 
recuperación de los créditos hipotecarios generados. 


Sobre estos principios rectores diseñamos la capitalización del Banco, primero sobre un 
diagnóstico -que el Ministro Arana ya ha mencionado- que se realizó entre los años 2000 y 2004; en 
definitiva, me refiero a una capitalización de U$S 933:000.000 y a un depósito del mes de U$S 
300:000.000. También hubo traspasos de depósitos a plazo fijo al Banco de la República Oriental del 
Uruguay por U$S 608:000.000 y compras de créditos, como una compra de cartera de cooperativa por 
U$S 140:000.000. 


En el año 2005 hubo una asistencia, por parte del Ministerio de Economía y Finanzas, de 
unos U$S 15:000.000 y el pago de 220 funcionarios, es decir, una reestructura del 2004 que asume 
Rentas Generales y que asciende a U$S 7:000.000; sin embargo, hoy el Banco Hipotecario del 
Uruguay no está prestando. 


Asimismo, identificamos una alta vulnerabilidad económico financiera del Banco, una 
situación de liquidez ajustada y una extrema sensibilidad de los resultados y flujos a la evolución del 
salario, el tipo de cambio, la inflación y las tasas de interés. Este es un aspecto central, porque 
cualquier movimiento en este tipo de variables afecta, y mucho, el estado de resultados, el flujo de 
fondos y, por tanto, el estado de situación patrimonial. Esto significa que haciendo poco o nada, uno 
puede mejorar o empeorar la situación, dependiendo principalmente de los factores externos. El fuerte 
descalce de monedas y plazos trae aparejado este tipo de fenómenos de extrema sensibilidad. 


Existe un elevado nivel de morosidad, del 70%, y una ajustada situación patrimonial que no 
cubre al día de hoy los requerimientos mínimos. 


Por otro lado, se verifican altos costos operativos que alcanzan los U$S 44:000.000, monto 
que se compone de aproximadamente U$S 30:000.000 de la masa salarial de los 750 funcionarios más 
los 220 que se pagan de Rentas Generales. 


Por su parte, el Banco Hipotecario tiene una cartera social de difícil manejo para una 
institución de este tipo; la misma representa el 30% de la cartera con una diversidad importante de 
situaciones jurídicas. 


Asimismo, noté un sistema de gestión e información bastante deficiente que, en el correr de 
la actual Administración, se ha intentado mejorar con la implementación de un sistema integrado de 
gestión bancaria. 


Entonces, ¿cómo identificamos la reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay? Por un 
lado, hay una operación de capitalización y, por otro, una adecuación de la gestión del Banco 
Hipotecario. La operación de capitalización implica dotar de una estructura de activos y pasivos que 
viabilice económica y financieramente al Banco. ¿Cuáles son los principales criterios para capitalizar al 
Banco? Es decir, ¿cómo está definida la operación de capitalización? Por un lado, tomamos en cuenta 
la actividad futura de la Institución -o sea, cuál será el Banco del futuro- y, en función de eso, 
separamos los activos correspondientes; me refiero a la cartera social, créditos hipotecarios morosos, 
inmuebles, etcétera. A partir de esa imagen de lo que será el Banco, separamos lo que, por definición, 
es su cartera. 


Por otra parte, está la disminución de riesgos. Tengamos en cuenta que el porcentaje de 
morosidad no debe exceder el 20%... 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Hoy está por encima? 


SEÑOR MENDIVE.- Actualmente llegamos al 70%, señor Senador, y consideramos que aun este 20% 
es un poco alto para la actividad que se dedica al crédito hipotecario. De todas formas, esa cartera del 
20% de morosidad estaría compuesta por los mejores créditos morosos, es decir, los de mejor calidad, 
tal como se dice en el segundo punto. 


Por otro lado, hay una selección de pasivos a separar sobre la base de minimizar los riesgos 
de plazo y moneda, así como los niveles de exigibilidad y requerimiento de liquidez. Asimismo, la 
capitalización busca potenciar la capacidad de prestación. Aquí de lo que se trata es de que el Banco 
pueda ser capitalizado y que quede con la posibilidad de prestar. A este respecto, manejamos el monto 
de U$S 18:000.000 para el 2007 y de U$S 25:000.000 para los años 2008 y 2009. 


Por último, se habla de incrementar el respaldo patrimonial necesario del Banco, para que 
luego pueda hacer frente a algún tipo de operaciones en el mercado de capitales. 


A continuación, se observan las cifras del balance al 31 de diciembre de 2005, que arroja el 
siguiente resultado: por el lado de los activos, se estaría separando el 46% de la Cartera y asumiendo 
el pasivo del 60% de ésta. De acuerdo con estos datos, la situación sería la siguiente. El Banco 
quedaría con un activo y un pasivo remanentes y con un nuevo patrimonio que se estaría 
incrementando sustancialmente. La línea de color verde claro en la transparencia que se está 
exhibiendo, representa el actual patrimonio que tiene la institución, pese a que está un poco 
desajustado en función de la evolución que el mismo ha tenido a lo largo del año 2006. De todas 
formas, se advierte un incremento sustancial en este sentido. 


Una vez realizada esa capitalización, se debe dar cumplimiento a otra serie de condiciones 
para que el Banco Hipotecario del Uruguay sea una entidad sustentable en el tiempo. Uno de los 
instrumentos que estamos planteando en este proyecto de ley es la creación de un fideicomiso, 
propiedad del Banco, con una garantía del Ministerio de Economía y Finanzas, de forma tal de darle 
liquidez a la institución. De lo que se trata es de tener ese fideicomiso como un activo o respaldo del 
Ministerio de Economía y Finanzas, para que el activo del Banco sea considerado de cero riesgo y así 
poder llegar a ese 20% de morosidad que pretendemos alcanzar. 


Por otro lado, es necesaria la condición de que en el año 2007 -porque el 2006 ya está 
terminando- el Banco Hipotecario del Uruguay pueda llegar a la cifra de U$S 40:000.000 por 
operaciones de securitización o colocación de bonos garantizados, así como también a una reducción 
importante de sus costos operativos. Hoy en día, la masa salarial que se ubica en el entorno de los $ 
750:000.000, quedaría reducida a alrededor de $ 250:000.000 -esta reducción a casi una tercera parte 
de la masa salarial es un hecho bastante importante- y, en materia de costos operativos, también se 
estaría registrando una reducción menor, pero no menos significativa. ¿Cómo fundamentamos esta 


reducción en los costos? Porque hay un impacto claro sobre el flujo de los fondos de los costos 
actuales y sobre los resultados. Ahora bien, en función de todo esto, el Banco va a quedar con un 
menor volumen de activos y con créditos de mejor calidad y más homogéneos. 


En otro orden de cosas, se advierte una inversión en tecnología que permitirá mejorar el 
sistema de gestión bancaria. 


El Banco no va a conceder préstamos a la construcción y pasará a atender la Cartera más 
problemática, es decir, la social, que requiere mucha intensidad de recursos humanos o de mano de 
obra. Por lo tanto, avizoramos que esta reducción es bastante compatible con la institución del futuro. 


¿Cómo se traslada esto al proyecto de ley que estamos proponiendo? Básicamente, se trata 
de modificar la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay en su redacción dada por la Ley N* 
17.596, de 2002, particularmente en lo que tiene que ver con el crédito hipotecario a personas jurídicas 
-porque el de las personas físicas quedaría similar o bastante parecido- que no fueron contempladas 
en la Ley. Por esta iniciativa, ellas quedarían habilitadas, siempre que el Banco Hipotecario del 
Uruguay cuente con la garantía total del Ministerio, de fondos especiales o de cuentas de ahorro previo 
que se constituyan a tal fin. El Banco Hipotecario, en esta primera instancia, no va a poder prestar a 
personas jurídicas si no hay una garantía por parte del Ministerio o un fondo especial. 


Se eliminan los topes de crédito; esta es una derogación de los artículos 3* y 9* de la Ley N 
17.596. Estos topes estaban fijados como un porcentaje de la responsabilidad patrimonial neta y de un 
monto total de 1.500:000.000 de Unidades Indexadas. 


Asimismo, hay una derogación del mandato de cancelación de las obligaciones por emisión 
de títulos o bonos de crédito del BHU antes del 2017. 


En este sentido, estaban los artículos 6* y 16 que le daban una vida o, mejor dicho, una 
muerte segura al Banco Hipotecario; a través de esta derogación estamos permitiendo que las 
obligaciones que pueda contraer el Banco Hipotecario, a partir de la emisión de títulos o de bonos de 
crédito, se puedan extender más allá del 2017. 


Hay una propuesta de modificación del criterio de fijación de la base de los remates que se 
establece en el artículo 80 de la Carta Orgánica; esto es para facilitar y para disminuir los costos de 
ejecución de garantías. 


En el último punto se incluye un artículo que permite la constitución del fideicomiso 
beneficiario del BHU, al cual hoy hacíamos mención. 


Entonces, terminada esta exposición en cuanto a la reestructura del Banco Hipotecario, 
vamos ahora a exponer los lineamientos generales de lo que sería la Agencia Nacional de Vivienda. 


Tal como está planteado en el proyecto de ley, los fines de la Agencia serían, por un lado, 
promover y facilitar el acceso a la vivienda, de conformidad con el artículo 45 de la Constitución de la 
República, así como contribuir a la implementación y elaboración de políticas públicas en materia de 
hábitat urbano, integrando las dimensiones económica, social y medioambiental en su actuación sobre 
el territorio. 


Los cometidos de esta Agencia los separamos en dos. El primero de ellos -que, si se quiere, 
es su cometido más permanente- refiere a que actuará de acuerdo a directrices emanadas del Plan 
Quinquenal de Vivienda y de los Planes de Ordenamiento Territorial de las Intendencias, y a las del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en virtud de lo dispuesto en esta 
iniciativa. 


Asimismo, la Agencia administrará los activos provenientes de créditos que le sean 
transferidos con esa finalidad en cumplimiento de sus directivas. Este segundo punto refiere a que la 
Agencia va a ser quien gestione los créditos que se retiren del Banco Hipotecario. Los créditos - 
básicamente, créditos hipotecarios y promesas de compraventa- se retirarán con la figura del 
fideicomiso financiero y la Agencia actuará como fiduciario financiero; el beneficiario de ese fideicomiso 


será el Ministerio de Economía y Finanzas. Entonces, el proyecto de ley habilita a la Agencia a cumplir 
todas las funciones de un fideicomiso financiero. 


¿Cuáles son las áreas de trabajo? Identificamos tres áreas de trabajo en lo que son las 
funciones más permanentes de la Agencia. Por un lado, se buscará ejecutar programas de vivienda y 
planes de ordenamiento territorial en acuerdo con entidades públicas y privadas; por otro, se pretende 
desarrollar instrumentos financieros que faciliten el acceso a la vivienda, entre los cuales mencionamos 
hoy el seguro de crédito hipotecario y algún otro tipo de instrumento que identificamos como positivos 
para el desarrollo del mercado de créditos hipotecarios. Estos instrumentos los va a desarrollar y 
gestionar la Agencia. Además, se busca actuar en el mercado inmobiliario como inversionista y gestor 
de emprendimientos en áreas urbanas apoyando, en particular, a los Gobiernos Departamentales para 
que puedan desarrollar sus planes de ordenamiento territorial o sus políticas con relación al desarrollo 
urbano. 


Por último, se tratará de administrar las carteras de créditos para la vivienda que, como 
mencionábamos, eran un problema para el Banco Hipotecario. 


Con respecto a la primera tarea, es decir, la de ejecutar planes de vivienda y de ordenamiento 
territorial, quiero decir que, en principio, se trataría de servicios de proyectación, dirección, control y 
certificación de programas y proyectos inmobiliarios, incorporando las dimensiones económicas y 
sociales. Se buscará convenir, para la ejecución de programas y proyectos, con entidades del 
Gobierno Central y de los Gobiernos Departamentales, empresas privadas o entidades de la sociedad 
civil. Esta área, como se dice, básicamente va a ejecutar programas de vivienda y habitacionales; se va 
a nutrir, fundamentalmente, de funcionarios de la División Arquitectura del Banco Hipotecario. Es una 
función clara que queda fuera del Banco y que pasa a la Agencia, ésta como ejecutora de los planes 
que define el Ministerio. 


Por otro lado, está el desarrollo del instrumento financiero -que ya mencionábamos- y la 
actuación en el mercado inmobiliario, en tanto identificamos que la Agencia puede ser un muy potente 
instrumento para viabilizar las definiciones que tomen el Ministerio y los Gobiernos Departamentales en 
cuanto a la política de vivienda. Por tanto, puede hacer negocios con inmuebles, participar en 
emprendimientos y constituir o adquirir sociedades comerciales. 


Por último, está la administración de los activos problemáticos del Banco Hipotecario del 
Uruguay, que ya mencionábamos. 


El patrimonio de la Agencia Nacional de Vivienda va a estar compuesto por activos 
transferidos desde el Banco Hipotecario del Uruguay, en particular inmuebles. Habrá un aporte en 
efectivo de $ 500:000.000 que cubriría los costos salariales anuales de todos los funcionarios que 
queden fuera de esa Institución. También habría un aporte inicial en efectivo de $ 100:000.000 que 
permitiría a la Agencia ser fiduciaria de fideicomisos financieros. 


Con respecto al personal de la Agencia Nacional de Vivienda, cabe señalar que todos los 
empleados que no queden en el Banco pasarán a dicha Agencia con las mismas remuneraciones y 
beneficios y se les reconocerá la calidad de funcionarios de la banca oficial en tanto puedan seguir 
aportando a la Caja Bancaria. Además, se regirán por convenio de la banca oficial hasta tanto el nuevo 
Estatuto del Funcionario sea aprobado por la Agencia. 


Por otro lado, se flexibiliza el pase en comisión previsto en el régimen general, de forma tal 
que estamos pensando en que, de acuerdo con la masa salarial que estamos imponiendo como tope 
para que el Banco pueda desempeñar sus funciones, un número importante de funcionarios del Banco 
Hipotecario del Uruguay pase a la Agencia y tenga tareas allí. Sin embargo, estimamos que esta 
flexibilización del pase en comisión permitiría una mayor agilidad para que aquellos funcionarios que 
pasen formalmente a la Agencia pero que no trabajen en ella, puedan desempeñarse en otras áreas 
del Estado. El personal nuevo ingresa en un régimen propio de la Agencia. 


Por último, una vez presentada la reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay y la 
creación de la Agencia, planteamos una propuesta de ejecución simplificada del crédito hipotecario 
para vivienda. Este nuevo régimen abarcaría los créditos hipotecarios para vivienda que tengan 
carácter preferente. Sólo se aplicará a los créditos concedidos por Instituciones de Intermediación 
Financiera y Fideicomisos Financieros a partir de la aprobación de la presente ley. En general, se trata 


de un régimen mixto que tiene una etapa judicial -que refiere a la intimación, a la solicitud de remate y 
defensas- y otra extrajudicial, que se relaciona con el remate y cobro de la garantía. El objetivo que se 
persigue es agilitar el proceso y reducir los costos del actual proceso de ejecución de garantías de 
créditos hipotecarios. Por otro lado, cabe señalar que este régimen se aplicaría a todas las 
instituciones financieras, tanto al Banco Hipotecario del Uruguay como al resto de las instituciones 
privadas. El Banco Hipotecario del Uruguay hoy cuenta con el privilegio de la ejecución extrajudicial, 
pero en el futuro el mismo no existiría más y se pondría en vigencia este régimen que plantea el 
proyecto de ley. Se permitiría, de esta manera, igualar a todas las entidades -tanto públicas, como 
privadas- que den crédito a la vivienda, de forma de incentivar la participación de otros actores -en 
particular, la banca privada- que, hasta el momento, no han desarrollado el mercado hipotecario en 
algunos sectores. 


En la etapa judicial de este proceso que estamos planteando, se trata de dar mayor 
transparencia a los actos iniciales -como intimación y demanda de ejecución- concentrar los actos en la 
experiencia inicial y realizar pocos retoques a las garantías y defensas. 


En la etapa extrajudicial se pone como centro al rematador y al escribano del acreedor -esto 
es similar al proceso que hoy tiene el Banco Hipotecario-; hay una regulación más precisa y un 
establecimiento concreto de responsabilidades. 


Por otra parte, se establecen topes máximos a los honorarios de los profesionales, de forma 
de disminuir los costos y no sólo por la reducción de plazos de la ejecución del crédito. 


En teoría, pensamos que ese proceso, sin la oposición de defensas, llevaría unos ocho 
meses, con oposición de defensas se extendería a 17 meses y en una segunda instancia a 24 meses. 
En base a un estudio empírico que hemos realizado, el proceso como tal requiere 40 meses, pero 
nosotros estimamos que es bastante conservador. 


Este régimen sería aplicable a nuevos créditos que se otorguen; o sea, se trata de créditos 
que va a dar de aquí en adelante el Banco Hipotecario y también la banca privada. Actualmente, la 
banca privada no da créditos a determinados sectores de la población; entonces, con toda esta batería 
de instrumentos -no sólo el que estoy mencionando, ya que el mismo es parte de una totalidad- se trata 
de estimular la presencia de instituciones bancarias privadas. En principio -también en base a un 
estudio empírico- estamos pensando que los plazos se reducirían al menos en un 40% de los actuales. 


Por aquí culminaría la presentación de este proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- En primer lugar, quería dar la bienvenida a las autoridades de los Ministerios de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas y a las del Banco 
Hipotecario del Uruguay y sus asesores. 


En segundo término, quiero formular algunas preguntas vinculadas a la exposición que han 
realizado las autoridades con respecto a este novedoso proyecto, que tiene una serie de instrumentos 
pero que, además, implica una reforma sustancial en algunos temas referentes a la parte institucional 
con relación a la política de vivienda. 


Está claro que se está creando, a través de esta iniciativa, un servicio descentralizado en el 
ámbito del artículo 221 de la Constitución, con sus características especiales. Es decir que, desde 
nuestro punto de vista, se crea un nuevo organismo estatal, un nuevo servicio descentralizado que se 
agregaría a una serie de organismos que se han creado -algunos de naturaleza pública no estatal- 
enmarcado esto en una reforma institucional incremental desde el punto de vista de la participación del 
Estado en la economía nacional. Me gustaría que se pudiera profundizar en alguna pregunta, sobre 
todo en lo que hace a las competencias de la Agencia. Precisamente, la Agencia tiene competencias 
en el ámbito comercial, en virtud de que va a gerenciar y participar en forma muy activa en el mercado 
inmobiliario, entre otras cosas, porque en el artículo 12 se establece la capacidad de constituir o 
adquirir sociedades comerciales y participar en emprendimientos y asociarse. Es decir que este 
servicio descentralizado dentro del artículo 221 ya tiene la posibilidad de desarrollarse en el mercado 
asociándose con actividades privadas en un régimen mixto. Se trata de un avance en función de que 
se crea un nuevo organismo público al que se le dan posibilidades que no se le han otorgado a otros 
en lo que refiere a la capacidad de asociarse económica y comercialmente. En realidad, quisiera saber 
cuál es el alcance de esta constitución y adquisición de sociedades comerciales y de la participación en 


emprendimientos y asociados. ¿Qué tipo de asociación y de relacionamiento comercial se está 
previendo en el ámbito de la actividad de esta nueva Agencia? 


En segundo lugar, el artículo 15 habla de las exoneraciones de todos los tributos, salvo de 
las contribuciones de seguridad social. ¿Cómo se compatibiliza esto con la reforma tributaria o el 
proyecto que estamos analizando? ¿Hay un tratamiento diferencial o similar al resto de los sujetos 
pasivos que están siendo analizados en el ámbito de la economía nacional? 


En tercer término, quisiera saber si existe o no una “perforación” al proyecto de reforma 
tributaria o si, simplemente, esto es parte de la consistencia -como se dice ahora- de la política 
tributaria de carácter general. 


La siguiente pregunta está vinculada al estatuto de la Agencia. Como bien ha dicho el señor 
Subsecretario, aquí hay un avance importante en lo que hace a la reforma del Estado. Es decir que hay 
una creación institucional de un organismo y una división de funciones en la política de vivienda que 
distribuye los temas programáticos o generales que correspondían al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente desde su creación y que, de alguna forma, se van 
complementando con una parte gerencial o de carácter gerencial en la gestión por parte de la nueva 
organización y, obviamente, en la complementada por las actividades financieras que va a desarrollar 
el Banco Hipotecario, sobre todo para permitir la implementación y ejecución de determinadas políticas 
en el sector habitacional. 


Ahora bien, esta reforma del Estado constituye un planteo de carácter general e institucional 
que puede ser compartido o no; ya adelantamos que se trata de la creación de una nueva 
organización. Pero desde el punto de vista de lo que significa la reforma del Estado en materia de 
funcionarios públicos, vemos que acá se muestra que la nueva organización va a estar nutrida de tres 
clases de funcionarios: los que se redistribuyen en función de los mecanismos existentes de carácter 
general, que forma parte de las competencias de la Oficina Nacional del Servicio Civil; los que pasan 
en comisión, lo que se plantea a partir de una flexibilización muy notoria en el tema, donde va a 
observarse un precedente importante en el manejo y flexibilización del pase en comisión -que, 
seguramente, va a ser un precedente para poder manejarse en eventuales reformas del Estado en las 
que este sistema será analizado en profundidad con normas de fondo-; y, en tercer lugar, los nuevos 
funcionarios. Es decir que en la nueva organización se van a incorporar nuevos funcionarios públicos, 
tal como se establece en el propio proyecto de ley. 


Entonces, todo el régimen de funcionarios estará vigente hasta que se apruebe el Estatuto 
de la Agencia. ¿Existe ya algún criterio respecto del Estatuto más allá de las obligaciones que se 
asumen, por ejemplo, en materia de respeto al personal que se redistribuye en su calidad de 
funcionarios bancarios dependientes de la Caja Bancaria? ¿Existe algún criterio que esté vinculado con 
la eventual reforma del Estado en el futuro, en cuanto a la movilidad o inamovilidad de los 
funcionarios? ¿Este es un precedente o ya existe un criterio de carácter general en materia de reforma 
del Estado en lo que tiene que ver con el Estatuto del Funcionario que comprometa de una forma u otra 
esta decisión en el ámbito de los funcionarios públicos? 


La última pregunta refiere al tema del nuevo proceso judicial o extrajudicial. Me refiero al 
régimen mixto que modifica al Código del Proceso, donde se hace el reconocimiento de la necesidad 
de agilizar las ejecuciones; la lentitud judicial solamente se reconoce para el lado de la ejecución de 
aquellos créditos hipotecarios y no se contagia al resto del sistema judicial, que también podría aplicar 
un criterio como éste. 


Entonces, quisiera saber si en este tema existe por parte de quienes han elaborado esta 
iniciativa algún criterio de carácter general para que esto, en vez de ser una excepción, sea el 
elemento que adelante una reforma sustancial del Código del Proceso. 


Estas son las preguntas que quería formular acerca de este proyecto de ley. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Personalmente, me voy a referir a alguno 
de los puntos desarrollados por el señor Senador Abreu y luego otros integrantes de la delegación 
complementarán los aspectos que falten de la respuesta. 


En primer lugar quiero hacer una referencia sobre la reflexión inicial del señor Senador. 
Efectivamente, aquí se crea un ámbito como servicio descentralizado a la luz del artículo 221 de la 
Constitución de la República. Creo que el énfasis que se puso en que la tesitura del Estado es tener 
una participación incremental en los asuntos de la economía y de la sociedad no es real. Nosotros lo 
que procuramos es que exista racionalización -no incremento- y que los esfuerzos que realiza la 
sociedad le sean devueltos a través de servicios hábiles y útiles. La historia muestra que no 
necesariamente es mejor no tener instituciones; la historia muestra que no por volcar miles de millones 
de dólares, las cosas se resuelven. Creo que un buen ejemplo en ese sentido es el del Banco 
Hipotecario del que hace unos momentos se manejaban las cifras de transferencia que ha recibido 
solamente en los últimos años. El resultado que se obtuvo es, esencialmente, el de un Banco 
quebrado, que no presta. Entonces, preferimos racionalizar la estructura del Estado, asignando 
funciones y roles de manera adecuada para que cada uno sepa las responsabilidades que tiene. 
Estimo que, en todo caso, la relación costo-beneficio hay que medirla en términos de cuánto le cuesta 
a la sociedad sostener una estructura, pero también se debe tener en cuenta cuánto se le devuelve o 
brinda en materia de servicios útiles. 


El señor Senador Abreu se refirió a algunos ejemplos anteriores y pienso que, por ejemplo, 
la creación de las Unidades Reguladoras en materia de servicios públicos -que ha sido apoyada por 
diversos partidos- es un buen correlato de este tema. La creación de organismos que antes no existían, 
que aseguran mejores reglas de juego y una correcta definición de funciones y que, por lo tanto, 
brindan mejores servicios a la sociedad, no necesariamente implica costos mayores. En este caso, en 
particular, está claro que buena parte de los costos directos ya están siendo pagados. Además, hay 
muchísimos costos indirectos que son los que apuntamos a disminuir, mitigar y, en lo posible, a 
eliminar. Básicamente, los costos directos de esta nueva Agencia Nacional de Vivienda en buena 
medida ya se pagan en un esquema ineficiente, que no brinda a la sociedad los servicios en materia de 
política y financiación de vivienda; los resultados en ese sentido están a la vista. Por lo tanto, no 
medimos la transformación del Estado con los parámetros manejados por el señor Senador Abreu sino 
que lo que nos importa es un esquema de racionalización que mida la relación de los costos y los 
beneficios. En ese sentido, reitero, estamos convencidos que la racionalización propuesta en la 
iniciativa, si bien crea un servicio descentralizado que no existía, lo hace con mínimos costos directos - 
reitero, buena parte de ellos ya están siendo pagados- y en aras de una racionalización de funciones 
que permita mitigar o eliminar costos indirectos que la sociedad también está pagando por no contar 
con una estructura organizacional y funcional adecuada en el Estado. 


Un segundo aspecto a que hacía referencia el señor Senador Abreu tiene que ver con el tema 
de las exoneraciones impositivas. Al respecto, cabe recordar que sería en el caso en que se opte por la 
utilización de este régimen judicial simplificado propuesto en el proyecto de ley. Entendemos que de 
ninguna manera constituye una perforación de la reforma tributaria que está siendo analizada por este 
cuerpo legislativo y tiene un impacto mínimo en términos de recaudación fiscal. 


Asimismo, creemos que es una buena contribución a esta reformulación de la política de 
vivienda y de los mecanismos de recupero por parte de las instituciones de intermediación financiera, 
en particular, del Banco Hipotecario, aunque no sólo de éste. El objetivo último debe ser que la gente 
pueda acceder a viviendas dignas y decorosas y, para eso, es importante contribuir a recomponer el 
financiamiento para la adquisición y refacción de viviendas, así como recomponer los mercados 
asociados a la misma. Por tanto, creemos que se trata de una contribución desde el lado fiscal que, 
esencialmente, no es onerosa y que tiene un impacto saludable en el intento de reconstituir mercados 
asociados al sistema de vivienda y al sistema inmobiliario. 


Otras reflexiones del señor Senador Abreu referían a aspectos más generales que exceden 
lo planteado en este proyecto de ley y, además, a las tres instituciones que aquí están compareciendo: 
los Ministerios de Economía y Finanzas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el 
Banco Hipotecario. Dichas reflexiones tienen que ver con el régimen de contratación pública, con la 
inamovilidad de los funcionarios públicos y con medidas que apunten a resolver aspectos de lentitud 
judicial en un sentido amplio. Obviamente, el Gobierno asumió el compromiso de trabajar en ese 
sentido y de tener una visión amplia de transformación del Estado. Los detalles de esa propuesta se 
irán haciendo públicos y se propondrán al Parlamento llegado el caso cuando corresponda, con los 
debidos estudios y análisis. 


Reitero que entendemos que este reordenamiento institucional debe interpretarse como un 
elemento de racionalización del Estado, pero no le pidamos más de lo que pretende ser. Sucede lo 
mismo en materia judicial donde, además, están implícitas tomas de decisiones por parte de otros 
poderes que exceden al Poder Ejecutivo. 


Estos comentarios refieren a algunos de los planteamientos del señor Senador Abreu; por 
ello, solicitaría que el señor Pedro Apesteguía pudiera complementar sobre algunos puntos a los que 
no hice referencia. 


SEÑOR APESTEGUIA.- El señor Senador Abreu planteaba algunos aspectos y trataré de referirme a 
todos ellos. Por ejemplo, uno estaba vinculado a los funcionarios de la Agencia. Obviamente, el 
proyecto establece dos tipos de funcionarios para la Agencia. Están los iniciales de los cuales se nutre 
que son aquellos que, en virtud del proceso de reestructura, dejan de pertenecer a la plantilla del 
Banco Hipotecario y, de acuerdo con lo que establece el proyecto de ley, pasan en un único acto a ser 
funcionarios de la Agencia Nacional de Vivienda. Por otra parte, se hace la previsión de que podrá 
haber nuevos funcionarios y, fundamentalmente, fija la forma de ingreso de los mismos, estableciendo 
dentro de lo que sería la propia Carta Orgánica de la Agencia Nacional de Vivienda, que esos ingresos 
se realizarán por concurso cuando corresponda o sorteo en el caso de los escalafones. Quiero aclarar 
que, con la creación de esta Agencia, de ninguna manera se pretende abrir una vía de ingreso de 
funcionarios públicos. Esta Agencia se tendrá que regir con los criterios generales establecidos en ese 
sentido: los vigentes hoy y los vigentes en el futuro. Al discriminar los dos tipos de funcionarios, se 
busca hacer una diferencia entre los que provienen del Banco Hipotecario, trayendo una mochila que 
representa que son afiliados a la Caja Bancaria y que han generado futuros derechos jubilatorios en la 
misma -por lo que se decide reconocerles esos derechos y seguirán rigiéndose por los convenios que 
establezca la banca oficial- y los nuevos funcionarios porque este es un servicio descentralizado del 
dominio industrial y comercial del Estado. Por lo tanto, los nuevos funcionarios estarán bajo el mismo 
régimen que cualquier otro de un Ente Autónomo no financiero y, en consecuencia, harán sus aportes 
al Banco de Previsión Social o, si corresponde, a las AFAP. 


Además de este aspecto, me interesa hacer otra referencia con relación a los pases en 
Comisión. 


SEÑOR ABREU.- En cuanto a la incorporación de los funcionarios que provienen del Banco 
Hipotecario, quisiera saber si la misma se hará por medio de una selección, si se establecen algunos 
requisitos especiales o si, simplemente, se ofrece la opción de incorporarse de acuerdo a un tope o a lo 
que establezcan las normas y el estatuto. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Esta tarea es un trabajo conjunto entre quienes vayan a formar parte de la 
Agencia y quienes hoy están en el Banco Hipotecario, en particular, a nivel del Directorio que está 
realizando un proceso de reestructura que, a la hora de ocupar los cargos, contempla la situación del 
Banco Hipotecario reestructurado y lo que será la Agencia Nacional de Vivienda. Nosotros pensamos 
que este proceso tendrá que contemplar distintas situaciones, una de ellas vinculada a los integrantes 
de los dos o tres primeros estamentos de funcionarios desde el punto de vista jerárquico, quienes 
deberán aspirar a los cargos en el Banco Hipotecario y en la Agencia. Luego, hay aspectos que están 
vinculados con sectores enteros de funcionarios que pasarán a la Agencia debido a que el Banco 
dejará de cumplir la función que desempeñan. Un ejemplo de ello son los funcionarios pertenecientes a 
la Dirección de Arquitectura, quienes pasarán en bloque a la Agencia. Podría mencionar otras 
situaciones como, por ejemplo, qué sucedería si en el proceso de reestructura del Banco que establece 
un máximo de masa salarial posible, se decide cerrar la sucursal en la capital de un determinado 
departamento. No está previsto que esos funcionarios tengan que desarraigarse del lugar donde viven 
y creemos que una buena opción sería que pasaran a la Agencia. Para ello, un buen instrumento -es la 
razón por la que se creó- serían los pases en Comisión. La flexibilización que aquí se propone no está 
referida a la totalidad de los funcionarios de la Agencia sino a aquellos que no fueron seleccionados. 
Tal como lo planteaba el señor Mendive, el conjunto de funcionarios que pasen a la Agencia, 
seguramente será mayor al de los trabajadores que puedan desarrollar tareas permanentes en la 
misma, por lo que, de alguna manera, no quedan seleccionados en base al proceso que se vaya 
determinando. Evidentemente, este proceso tiene que ser transparente y simultáneo con el Banco 
Hipotecario. 


En la actualidad, los Ministerios tienen una limitación que los Legisladores conocen, por la 
que no pueden recibir más de quince pases en Comisión provenientes de otros organismos. En este 
caso, se levantaría el límite pero refiriéndose estrictamente a esos funcionarios porque, de otra forma, 
existiría un impedimento para que pudieran prestar funciones en algunos Ministerios. 


Con relación a esto me interesa hacer una salvedad: hoy existe un convenio vigente que 
permite que 200 funcionarios del Banco Hipotecario presten funciones en comisión de servicio en el 


Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Si bien este convenio no está 
siendo utilizado, cabe aclarar que existe. 


Con respecto a la antigúedad del funcionario, puedo decir que las normas generales de pase 
en comisión establecen que los funcionarios deben tener antigúedad en el cargo para poder hacerlo. 
Como se trata de un organismo nuevo y alguien podría decir que, por ello, el funcionario no tiene 
antigúedad, intentamos evitar esta limitante que podría entorpecer el tema. El artículo 3" tiende a 
proteger a los funcionarios, en la medida en que la permanencia en un lugar distinto al que revista en la 
plantilla, de acuerdo con algunas normas presupuestales, implica la absorción por parte del funcionario 
en el organismo receptor o la devolución automática al organismo de origen. De alguna manera, esta 
disposición establece que los pases no caducan por esas disposiciones y, por lo tanto, no obligan al 
organismo de origen a optar. Esto sería muy complicado. En la medida en que se compromete la 
pertenencia a la Caja Bancaria y el mantenimiento de un conjunto de beneficios, ingresar a otros 
organismos no bancarios por parte de los funcionarios sería complejo. Por otro lado este artículo 31 
pretende facilitar la incorporación de algunos funcionarios en comisión dentro de otras instituciones 
financieras públicas que no sean los organismos de la Administración Central. 


En lo que tiene que ver con el estatuto de la Agencia, corresponde la aprobación de un 
estatuto como en cualquier otra institución pública. Como tal, tendrá sus particularidades: deberá 
contemplar los derechos de los funcionarios y la posibilidad que tienen de optar entre los derechos que 
traen dentro de esa mochila o por un conjunto de derechos y obligaciones nuevos que establecerá el 
Poder Ejecutivo. El proyecto establece un plazo de 120 días, pero la aprobación del estatuto de los 
funcionarios del Banco Hipotecario tardó algo así como 24 años. Pienso que en este sentido se deberá 
presentar una propuesta. 


Con respecto al tema de constituir o adquirir sociedades comerciales, es una potestad que 
tienen varios organismos, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados y hoy la posee el Banco 
Hipotecario. Concretamente, se recoge en las modificaciones de la Carta Orgánica y se piensa que es 
un instrumento que la Agencia puede requerir para algún tipo de operaciones y emprendimientos. Por 
supuesto que no estamos hablando de constituir algo parecido o con tan poco éxito como SADU, pero 
a los efectos de los emprendimientos inmobiliarios, puede requerirse la creación de algún tipo de 
sociedad comercial que pueda actuar en el campo de las reglas de los negocios inmobiliarios o de la 
compra de tierras, y para ello requerirá -y eso es lo importante- la autorización del Poder Ejecutivo. 
Además, tendrá que estar inmersa dentro de los programas que previamente deberán ser aprobados 
por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. No es un cheque en blanco 
que alguien le esté dando a la Agencia, sino que es un instrumento para actuar en un sector que se 
mueve con reglas distintas de las que habitualmente pueden funcionar en regímenes monopólicos. 
Obviamente en el tema inmobiliario, de la construcción y de las tierras, no hay un monopolio de esta 
Agencia; por lo tanto, puede ser necesario trabajar con reglas distintas a las del sector privado, como 
hoy, por ejemplo, lo hace directamente MEVIR. 


SEÑOR ABREU.- ¿Está previsto que la participación en Sociedades Anónimas tenga como requisito 
especial que sean por acciones nominativas, o pueden participar en sociedades con acciones al 
portador? 


SEÑOR APESTEGUÍA.- La limitación que se establece es constituir consorcios o sociedades siempre 
que ellos no comprometan la responsabilidad de la Agencia más allá del capital invertido. Esa es la 
condición para la participación en este tipo de sociedad y, en cualquier caso, se requiere la aprobación 
por parte del Poder Ejecutivo. 


Con respecto a la otra pregunta planteada por el señor Senador, obviamente, no es interés 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en tanto promotor de este 
proyecto de ley y, en particular, en lo que tiene que ver con la variación del régimen de ejecuciones, 
modificar el Código General del Proceso. Aquí se trata de facilitar, mediante un instrumento que exista, 
el crédito hipotecario, e identificar el problema por el cual las instituciones no se introducen en el 
mercado hipotecario y no dan préstamos a la gente debido a estos aspectos vinculados a la ejecución. 
Por lo tanto, se plantea un régimen en este sentido. Sabemos también que la Suprema Corte de 
Justicia está estudiando un proyecto que seguramente tendrá otras características, pero que va en el 
mismo sentido que plantea este capítulo del proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera saber si el Instituto de Derecho Procesal ha participado por alguna 
consulta. En general, la Cátedra de Derecho Procesal tiene algo que decir en este tipo de 


modificaciones del proceso. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Los doctores Sarlo y Biurrun han trabajado con nosotros, y si los señores 
Senadores lo consideran pertinente, podrán dar las respuestas necesarias. El señor Subsecretario 
hizo algunas referencias a las exoneraciones tributarias y encontramos algunas de otro tipo que están 
vinculadas a los propios fideicomisos que se crean con los créditos provenientes del Banco 
Hipotecario, que hoy no están afectados por tributos. 


Con respecto a las operaciones que se pueden llevar a cabo entre el Banco Hipotecario, la 
futura Agencia y el Ministerio -que hoy se realizan entre el Ministerio y el Banco- se establece que no 
estén sujetas a IVA porque, de lo contrario, ello implicaría adicionar un costo circulante dentro del 
Estado. Esto funciona con otros mecanismos y no implica dar facturas, porque con ello estaríamos 
agregándole costos a la vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero formular un par de preguntas. Se ha hablado aquí de las garantías que 
otorgaría el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en la acción que lleven 
adelante el organismo que está vigente actualmente y el que se crea. Quisiera saber en qué consisten 
esas garantías, qué se estaría garantizando y cuáles son los montos en función de los cuales se van a 
tomar las decisiones correspondientes. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Con respecto a este tema, creo que convendría hacer un planteo previo. El 
señor Senador Abdala preguntó cómo relacionamos una situación de restricción de ingresos, de una 
población que atiende el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con este 
sistema que tiene que ver con cómo los hacemos capaces de ser sujetos de crédito. En ese sentido, el 
desarrollo que hacía el economista Mendive establecía una batería de instrumentos, entre los cuales 
estaban el seguro, la hipoteca, algún tipo de fondos de garantía, etcétera. 


Nosotros debemos tener en cuenta lo siguiente. Actualmente, para los sectores que por sí 
solos no pueden acceder a una vivienda y a un crédito, el Fondo Nacional de Vivienda construye la 
vivienda, hace toda la inversión y luego la subsidia a una familia que, en el mejor de los casos, la paga 
a 25 años. Esa situación ha llevado a aumentar el déficit en los últimos años, porque nunca puede 
atender la demanda. Se necesita muchísimo dinero para hacer toda la inversión, subsidiarla y prestar. 
La única forma que existe de pegarle realmente al déficit es que otros recursos, aparte de los del 
Fondo, ingresen al sistema de forma de impactar. Esos recursos esencialmente provienen de las AFAP, 
tan mentadas en todas las políticas públicas de vivienda y en las políticas de vivienda en general. Para 
que en este sistema protegido entren recursos privados se necesitan ciertas garantías e instrumentos, 
a fin de que los recursos tengan cierta rentabilidad. 


En ese esquema básico, de alguna manera el Fondo Nacional de Vivienda va a continuar 
haciendo toda la cadena a los sectores que no tienen ninguna capacidad de ser sujetos de crédito, 
pero fuertemente también va a tener que ser el instrumento que apalanque, garantice y asegure otros 
recursos, así como su rentabilidad futura. 


También en ese sistema estamos creando una nueva forma de implementar los subsidios, lo 
cual no se basa en ir directamente al capital sino que, en general, lo que hace el Ministerio es, por 
ejemplo, si la vivienda vale U$S 30.000, subsidia U$S 5.000 en forma directa y la diferencia la otorga 
con un préstamo a veinticinco años. Nuestra idea es que el subsidio vaya a la cuota, de forma tal que 
si logramos ingresar al sistema de recursos privados, se multiplica fuertemente el acceso, en tanto se 
complementa la cuota de las familias que deben pagar ese préstamo que pueden tomar en el Banco 
Hipotecario o en el resto de la banca. De eso se trata el desafío: de que haya un mercado donde el 
Banco Hipotecario intervenga pero no inhiba el desarrollo del resto de los actores. Para que este 
sistema tenga éxito y se pueda desarrollar, es importante el tema de las baterías alternativas; se trata 
de un sistema hipotecario del que podríamos decir que se está haciendo el surco. Esto implica un 
sistema que ha sufrido una enorme baja de credibilidad y que presenta un 70% de morosidad, por lo 
que es difícil que intervengan actores privados en préstamos a largo plazo. De todas formas, creemos 
que todos estos elementos intentan converger hacia eso. Específicamente y por sus condiciones 
naturales, al Banco Hipotecario se le exige dar crédito a personas físicas, eliminando las personas 
jurídicas que antes eran, sobre todo, empresas constructoras. Para permitir que también pueda seguir 
otorgando créditos en este sistema donde el Ministerio subsidie, alguien construya una vivienda y 
alguien preste -esa es la idea- es importante resaltar que la persona jurídica que más nos importa 
atender hoy son las cooperativas, que en este momento suponen más del 30% de los recursos del 
Fondo. 


Necesitamos, también, que este sistema preste al cooperativismo y mejorar, de alguna 
manera, las situaciones que tenemos con relación a su altísima morosidad. Para que el Banco 
Hipotecario específicamente -y también lo va a pedir el resto de los actores- preste a organismos que 
muchas veces son usuarios -lo que implica poder desalojar a un conjunto, a una cooperativa y no sólo 
a una persona física- hay que garantizar esa operación de otra manera. Por eso el Fondo Nacional de 
Vivienda entraría como un instrumento que garantizaría ese tipo de préstamos a esas personas 
jurídicas. 


Esta sería la visión más macro de aquello a lo que nos estamos refiriendo con este tipo de 
instrumentos. 


Si el señor Presidente lo permite, solicitaría que el señor Apesteguía hiciera uso de la 
palabra. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Con respecto a ese artículo que refiere a las personas jurídicas -y acá 
comprendemos la inquietud que genera la expresión “garantía total”- tenemos una propuesta de 
modificación que aclare que se está refiriendo a personas jurídicas para viviendas de sus integrantes. 
Aquí no se pretende otorgar una garantía total a cualquier persona jurídica, sino que apunta a 
conceder préstamos -ya sea para la construcción o ampliación de la vivienda- a personas jurídicas 
cuyos integrantes viven y construyen, por este mecanismo, su propia vivienda. En definitiva, aquí se 
apunta a las cooperativas de ahorro y crédito y de ayuda mutua; no se trata de darle garantía a otro 
tipo de personas jurídicas, como puede ser una empresa, para que lleve a cabo una construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber cuáles fueron los fundamentos o las consideraciones que 
llevaron a los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Economía y 
Finanzas a la creación de un nuevo Servicio Descentralizado. 


Creo que todos tenemos muy claro el volumen que ganan estos organismos dentro de la 
burocracia nacional. Actualmente, existe un Ente Autónomo, nada más y nada menos que el Banco 
Hipotecario del Uruguay, que está directamente relacionado con ambas Carteras y ejerce una actividad 
muy importante en esta materia. En función de ello, ¿se están tomando algunas de las competencias 
del Banco Hipotecario del Uruguay y trasladándolas a este nuevo Servicio Descentralizado como una 
forma de mantener las dos instituciones, obviamente, con roles diferentes, porque sabemos cuál es la 
actividad que queda limitada al Banco? Nos preocupa y nos llama la atención la creación de un nuevo 
Servicio Descentralizado. En momentos en que se está hablando sobre la posibilidad de encarar una 
reforma del Estado para aliviar la carga que éste tiene dentro de las finanzas y la economía nacional, 
es lógico que tengamos el temor del peso burocrático y económico que significa la gestación de una 
institución de estas características. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Para 
responder a esta interrogante que, creo, fue considerada en parte por el señor Subsecretario de 
Economía y Finanzas, pediría que se le conceda el uso de la palabra al economista Polgar. 


SEÑOR POLGAR.- La pregunta formulada por el señor Presidente nos da pie para analizar ante qué 
tipo de reforma nos encontramos. Consideramos que esta interrogante era obvia, máxime si tenemos 
en cuenta que aquí estamos hablando de un Banco y como antecedente tenemos la experiencia 
reciente del año 2002, así como también los enormes costos que significó la tentación de encararla con 
una mentalidad exclusivamente financiera. No obstante ello, el hecho de entender toda esta situación 
y el rol específico y social que tenía -y tiene- el Banco Hipotecario del Uruguay, nos lleva a realizar un 
análisis en conjunto dentro de una nueva constelación o refundación de la política pública de vivienda. 


Alo largo de las diferentes exposiciones, nosotros intentamos contribuir a la comprensión de 
que aquí no se generan nuevas funciones o facultades y no se crean necesariamente nuevos 
empleados públicos. Con certeza tenemos un cargo que surge de un Directorio que, de cinco 
integrantes, pasa a tener tres. Quizás las necesidades de recursos humanos que surjan no sean 
distintas a las que podría necesitar para sus funciones la institución al día de hoy. 


El tipo de reforma que estamos planteando es más sutil que aquella en la que falta o sobra la 
participación del Estado en algún lado; aquí ya están los recursos humanos, la institucionalidad y las 
funciones y finalidades. Lo que sucede es que estas están organizadas de forma tal que arrojan 
resultados catastróficos. Si uno dijera que los enormes costos de sucesivas capitalizaciones “ex post” 


de desastres para potenciar al Banco Hipotecario del Uruguay dejaron como contrapartida una 
cantidad aceptable de viviendas, podría pensar que es una forma muy ineficiente o grosera de 
canalizar subsidios de la sociedad hacia los destinatarios de la vivienda. Si esto es así, nos 
tendríamos que plantear que, a la hora de canalizar subsidios, los criterios de legibilidad son distintos a 
los de un crédito. 


Por lo tanto, habría una transferencia de recursos poco transparente y, seguramente, muy 
injusta. Entonces, esta reforma del Estado -por decirlo de alguna manera- que hacemos y que de algún 
modo involucra a mil funcionarios que tiene hoy el Banco Hipotecario, es más sutil en el sentido de que 
implica desagregar para tener un resultado cualitativo muy superior en cuanto a la eficiencia. Y esto no 
es solamente por aquello de que se puede cumplir mejor con una función que si se tiene a cargo varias 
-esta no siempre es la contraposición en estos casos- sino porque se evita la acumulación de riesgos. 
Tener planteado -como lo tuvo Uruguay por distintas razones- que un Banco sea el corazón de la 
política de vivienda, siendo que, en general y en casi todas partes del mundo, esa política tiene un 
componente de subsidios, es muy peligroso en el sentido de que los subsidios tienen que ir con 
recursos de Rentas Generales, mientras que un Banco se financia con depósitos. 


Entonces, a la nueva burocracia que se crea uno podría considerarla como la articulación 
que surge de la separación de funciones que están en la burocracia que ya existe. En ese sentido, creo 
que si del análisis resultara obvio que se necesita una burocracia nueva, con funciones nuevas, esta 
sería materia a analizar y no habría prejuicios en considerar un cambio en ese sentido, pero ese no es 
el caso sino que se trata de las mismas funciones que se reparten en forma tal de minimizar los 
riesgos. Esto sería con los mismos costos directos a los que hacía referencia el Subsecretario Bergara, 
pero economizando en lo que se llaman contingencias fiscales, que son, precisamente, contingencias 
hasta que se realizan. 


Queda bien claro cuáles fueron las contingencias ya realizadas en el caso del Banco 
Hipotecario y como contrapartida de viviendas que no se hicieron -lo que es más grave aún- o que se 
hicieron a un alto precio. 


Entonces, en ese sentido se trata de poner el énfasis en que es un rediseño de la 
constelación de distintos agentes que hay -o que puede haber- en el mercado público de la vivienda, 
pensado de forma tal de minimizar riesgos, aprovechando los costos que ya están, que los 
economistas llamamos costos hundidos. 


En este caso, la idea es reflotar esos costos y hacerlos rendir. El Banco Hipotecario tiene 
mucha experticia acumulada y recursos humanos en materia de construcción. No va a construir más. 
¿Qué vamos a hacer? ¿Los vamos a dejar en el Banco Hipotecario? ¿Es saludable para el sistema 
financiero, y no sólo para el Banco Hipotecario, que el mismo sea una empresa de construcción 
mientras capta depósitos? ¿Se tiene que retirar el Estado de la construcción de viviendas? No. El rol 
del Estado sigue siendo el mismo; no invade otros roles sino que se organiza de otra forma más 
eficiente y que minimiza los riesgos. Y no sólo no es avanzar innecesariamente sobre otros sectores 
que pueden ser ocupados por otros agentes -en este caso, sería el Estado que avanza sobre ellos- 
sino que se crean condiciones -fruto del diagnóstico de la absoluta falta de recursos que la sociedad 
vuelca en la vivienda- de forma tal de hacer más atractiva a otros agentes privados o públicos -que no 
sean el Banco Hipotecario o simplemente Rentas Generales- la construcción de viviendas, la 
financiación de las mismas y, en el caso del Estado, el financiamiento de los subsidios. 


En este caso, creemos que estaríamos tratando de dar respuesta a la inquietud acerca de la 
creación de una mayor burocracia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El personal que ingrese en el futuro, como está previsto en el artículo 33, 
¿qué régimen de aportes va a tener? Según me dicen, sería el mismo que el del funcionario público y 
no estarían en la misma calidad que los empleados que vengan de los bancos. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Así es, señor Presidente. Se trata de un Servicio Descentralizado del dominio 
comercial e industrial del Estado y, como tal, aportará al Banco de Previsión Social, lo que antes era la 
Caja Civil. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Creo 
que esta es una buena oportunidad para empezar realmente a analizar el tema en profundidad y para 
tratar de resolver -si es posible, a la mayor brevedad- algo que, sin duda, es muy importante para el 
Estado y para todos los uruguayos, que están esperando la instrumentación de un sistema responsable 
y que garantice la buena administración de los recursos públicos pero, al mismo tiempo, que brinde a 
más compatriotas un servicio esencial, algo que está previsto en la Constitución, pero con lo que no 
todos los uruguayos, desgraciadamente, pueden verse favorecidos en el presente. 


De modo que agradezco mucho a esta Comisión que nos haya recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 1 minuto) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


